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1.- VISTOS 

Procede la Sala a desatar el  recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la sentenciada señora LUZ MERY CARDONA GONZÁLEZ, contra el auto interlocutorio proferido el dos (02) de junio del presente año por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual se le negó la redosificación punitiva.

2.- PROVIDENCIA 

Se pronunció de manera negativa el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad respecto de la solicitud elevada por el Defensor de la penada, para que se le redosificara su sanción de cara al principio de favorabilidad contemplado en los artículos 29 constitucional,  6º del Código Penal, al unísono con lo dispuesto en la Ley 906 de 2004, art. 351, sobre la rebaja de pena hasta la mitad por la aceptación de cargos; en vista de haber sido condenada por hechos ocurridos en el mes de octubre del año 2004, a la pena principal de treinta y dos (32) meses de prisión.  

Para ello, se basó en el contenido del artículo 5º del acto legislativo 03 de 2002 y las normas que desarrollaron el sistema acusatorio, que en virtud del principio de gradualidad señalaron su vigencia para los delitos cometidos a partir del primero (01) de enero de dos mil cinco (2005). Por tanto, era la misma constitución la que determinaba que la Ley 906 de 2004 se aplicaría de conformidad con la vigencia que ella estableciera.

De otro lado, eran varios los momentos procesales contemplados en la ley 906 para los preacuerdos y negociaciones, los cuales no tenían correspondencia con las normas de la Ley 600 de 2000 que no había sido derogada. Además, no podía el juez de ejecución de penas retrotraer actuaciones judiciales válidamente cumplidas, por cuanto su competencia en materia de la favorabilidad se circunscribía a situaciones de cambio de legislación -lo cual no había ocurrido- y a la reducción  de la pena del tipo específico, lo que tampoco acontecía y que por el contrario el canon 14 de la ley 890 de 2004 trajo un aumento de una tercera parte de las penas contempladas para los delitos.

Finalmente, tuvo en cuenta reciente adición de voto del Magistrado de la Corte Suprema de Justicia YESID RAMIREZ BASTIDAS, que en concreto se refiere entre otros, a la no posibilidad de aplicar el principio de favorabilidad en lo tocante con la rebaja de pena contemplada en la ley 600 de 2000.


3.-  RECURSO
El profesional que defiende los intereses de la señora CARDONA GONZÁLEZ, censura la actitud del Juez de Primera Instancia al no pronunciarse sobre algunos de los planteamientos hechos en la petición inicial. No está de acuerdo con argumentarse que de aplicarse el principio de favorabilidad se deberían nulitar los procesos, cuando en la práctica muchas decisiones ya modificadas se tienen que modificar precisamente en aplicación de principios como el de favorabilidad.

Dice que tampoco hubo pronunciamiento sobre la petición subsidiaria de aplicar el principio de igualdad. Y además que no puede mencionarse que no es posible que una parte se sustraiga a la negociación hecha y pida algo que no se acordó, porque tal situación es válida en el derecho civil pero no en materia penal donde se hace imperiosa la aplicación de la favorabilidad, en beneficio del condenado.

Sobre la no correspondencia de las dos figuras invocadas por ser varios los momentos procesales para invocar las negociaciones, aduce que se trata de una nueva ley que cambió radicalmente el procedimiento y que no hay diferencia en esencia entre las dos figuras pues ambas buscan que el sindicado o imputado acepte los cargos y obtenga una rebaja, lo demás es en su criterio forma o método de llegar a tal descuento.

Señala que el Tribunal de Buga y la Corte Suprema de Justicia han previsto la aplicación del principio de favorabilidad ante la coexistencia de leyes, en particular refiriéndose a lo manifestado por el conociente en el sentido de no estar derogada la Ley 600 de 2000.

Menciona que la reducción de pena opera para todos los delitos y que el artículo 79 numeral 7º del C. P. P. invocado no limita la aplicación del principio de favorabilidad a que la sanción sea rebajada por otra ley que taxativamente conceda la disminución para el mismo tipo penal.

Critica los planteamientos plasmados en la providencia en cuanto la aceptación de cargos no es un acuerdo bilateral entre el Fiscal y el Imputado porque sencillamente se acepta o no se acepta, lo que en palabras del código es un ALLANAMIENTO. Por el contrario en el nuevo C.P.P. si se habla de acuerdos y preacuerdos, pero el artículo 351 menciona que la aceptación de cargos COMPORTA una rebaja y conceptúa que el verbo comportar significa “implica” y que en esas condiciones dicha norma no conlleva el acuerdo que se quiere ver. Tampoco considera que haya acuerdo en cuanto a la pena, por cuanto la misma es tasada directamente por el Juez y lo que realiza el Fiscal en la audiencia de individualización de la pena y la sentencia, es una probable determinación de pena aplicable.

Menos acepta la tesis plasmada sobre la aplicación del aumento de pena contemplado en la Ley 890 de 2004 como requisito para la aplicación de la rebaja contenida en la Ley 906 y dice que ese es un pensamiento retrógrado que no tiene aceptación en el derecho internacional humanitario moderno acogido por Colombia, porque sería aplicar leyes desfavorables a hechos no cometidos en su vigencia.

4.-  SE CONSIDERA

No discute la Sala y por supuesto comparte, toda la juiciosa exposición que contiene el recurso en cuanto al entendimiento racional de las normas que hacen prioritaria la aplicación del principio de favorabilidad, tan caro al logro de un debido proceso en los países democráticos modernos, desde luego, nuestro país incluido en tal grupo.

Precisamente por compartir los enunciados hechos por el profesional recurrente, la respuesta no se hará extensa, toda vez que son sólo unos puntos muy específicos los que nos llevan a apartarnos de la conclusión allí contenida y que da lugar a negar lo que respetuosamente se pide. Son ellos:

A. CONDICIÓN DE NO REFERIRSE A INSTITUCIONES PROPIAS DEL NUEVO MODELO PROCESAL: 

Es indudable que en recientes providencias de la honorable Corte Suprema de Justicia, se considera viable la aplicación favorable de la nueva normatividad a hechos regulados por la Ley 600/00, siempre que “ello no comporte afectación de lo vertebral del sistema acusatorio, esto es, de aquellos rasgos que le son esenciales e inherentes y sin los cuales se desnaturalizarían tanto sus postulados y finalidades como su sistemática”. Ocurre sin embargo que lo que la jurisprudencia ha sostenido es que es necesario que la aplicación de la favorabilidad no riña con los institutos propios del nuevo sistema.

En el contenido del escrito allegado se observa una apreciación personal de lo que precisamente es materia de debate en el presente asunto -aceptación de cargos-, por ello, amerita reflexionar en si esa institución de la terminación anormal del proceso que se quiere aplicar retroactivamente a los hechos inicialmente regulados por la ley 600, corresponde o no corresponde a una institución propia del sistema acusatorio impuesto por la Ley 906 de 2004, porque si la respuesta es positiva, entonces está prohibido hacer esa aplicación favorable dado que se estaría desvertebrando el nuevo sistema. 

La realidad en este momento, es que no existe uniformidad de criterios en cuanto a si la aceptación de cargos de la Ley 600 es igual o asimilable a la aceptación de responsabilidad en el nuevo sistema. Para sostener lo anterior, basta hacer mención de uno de los apartes de la Adición de Voto hecha por el honorable Magistrado de la Sala de Casación Penal, Dr. YESID RAMÍREZ BASTIDAS -tesis que sirvió de sustentáculo para la providencia atacada y que también ha sido acogida por esta Sala-, en donde se asegura que la aceptación de cargos en la nueva codificación es diferente a la sentencia anticipada del anterior sistema, por cuanto ésta es de naturaleza unilateral, en tanto aquélla corresponde a un acuerdo entre Fiscalía y procesado; así lo expone:

“ La figura del allanamiento o aceptación de cargos a que se refiere el inciso 1º del artículo 351 de la ley 509 de 2004, no es equivalente a la sentencia anticipada regulada en la ley 600 de 2000 porque la cantidad de la rebaja de pena merecida, que puede ser “hasta la mitad de la pena imponible” para el sindicado que acepte los cargos en la audiencia de formulación de la imputación, tiene que lograrse mediante acuerdo fiscal-imputado (bilateral) como no lo exige  el art. 40 del cpp-2000 que sólo demanda manifestación unilateral que se premia con una rebaja fija: 

a) Según el artículo 288-3 de la ley 509 de 2004, el Fiscal deberá expresar oralmente en el acto de formulación de la imputación que tiene lugar en audiencia ante el Juez de Garantías, la “posibilidad del investigado de allanarse a la imputación y a obtener rebaja de pena de conformidad con el artículo 351”.
b) Como aún en las eventualidades de finalización anticipada del proceso debe cumplirse con el esquema general del proceso y el principio de congruencia de conformidad con el cual no se puede declarar culpable al acusado por hechos que no consten en la acusación
, es claro que cuando se aceptan los cargos imputados también debe tener lugar la presentación del escrito de acusación ante el Juez de conocimiento, que para el caso es el acuerdo respectivo entre Fiscal e imputado, según lo señala con claridad el artículo al cual remite la disposición antes transcrita.

“La aceptación de los cargos  determinados en la audiencia de formulación de la imputación –dice la norma—, comporta una rebaja hasta de la mitad de la pena imponible, acuerdo que se consignará en el escrito de acusación”.

c) La remisión que el artículo 288-3 hace al 351 no es exclusivamente para lo atinente a la rebaja de pena sino igualmente en relación con el señalamiento que hace la norma a que el acuerdo se consignará en el escrito de acusación.

d) Si lo anterior es así y se tiene en cuenta que en la hipótesis examinada los cargos no se acuerdan porque el procesado se allana a ellos, es evidente que el acuerdo al cual se refiere el dispositivo procesal sólo puede ser sobre la rebaja de pena, de tal manera que la figura recobra –como lo dice, además, la rúbrica del título correspondiente del estatuto procesal (Título II)- la bilateralidad que la distancia para hacerla diferente al supuesto de hecho del artículo 40 de la Ley 600 de 2000.”  

B. LA NUEVA NORMA NO ES NECESARIAMENTE MÁS FAVORABLE QUE LA ANTERIOR:

Para llegar a esa aseveración, no basta con el simple hecho de cotejar numéricamente las cifras allí contempladas (1/3 frente a ½), pues eso sería ir contra la realidad jurídica estipulada. 

Si se mira bien, no es realmente LA MITAD lo que amerita la norma como descuento por el acogimiento a los cargos imputados, sino HASTA LA MITAD, que es diferente. Así las cosas, sería probable que en un caso dado la persona mereciere igual o incluso menos de la 1/3 parte que contemplaba el dispositivo anterior; luego entonces, no hay lugar a pregonar (en abstracto) favorabilidad alguna.

Adicionalmente, como lo indicó el señor Juez de primer grado, tampoco los momentos procesales en los cuales se hace viable la consideración judicial del instituto coinciden (una vez definida la situación jurídica -en el anterior- y en la audiencia de imputación -en el nuevo-). La réplica que hace el distinguido recurrente, para rebatir este argumento, no tiene un razonamiento que podamos compartir, porque hay diferencias de fondo entre uno y otro instituto, en virtud de la forma como opera en el nuevo sistema adoptado.

Pero para ir más allá de esta interpretación literal, dígase que un entendimiento sistemático nos lleva incluso a sostener que es injusta la pretensión que aquí se desea, toda vez que comparativamente con quienes delinquieron a partir del primero de enero de 2005, los infractores anteriores saldrían enormemente beneficiados en relación con los nuevos. Obsérvese no más que el nuevo sistema acusatorio arrancó con una mayor punibilidad (Ley 890 de 2004), que tiene su razón de ser en la necesidad de compensar los preacuerdos y negociaciones entre las contrapartes, es decir, se trata de un juego de contrapesos en los cuales el Estado desea obtener como contrapartida un mayor número de acogimientos. Esto, por supuesto, no estaba dentro de la filosofía del anterior sistema. Así que, quien pretenda la aplicación de la Ley 906 de 2004, también debería aceptar que se le dosificara su pena en forma integral con la Ley 890 de 2004 (como se les está aplicando a los nuevos infractores de la ley penal), pero por supuesto a eso si no están dispuestos quienes pretenden lo favorable.

En esas condiciones, de aceptarse la aplicación del descuento en la tasa señalada por el recurrente, se estaría consolidando una inequidad que perjudicaría notablemente a quienes son judicializados por hechos cometidos en el año que avanza. Desde luego que no se pretende aplicar a los sucesos criminales anteriores a la entrada en vigencia de las modificaciones efectuadas en el Código Penal por la ley 890 de 2004, los incrementos punitivos allí establecidos, porque ello, sería un imposible jurídico, empero, se hace referencia a tal aspecto con un ánimo didáctico en aras de destacar el sistema de pesos y contrapesos diseñado exclusivamente para operar en el marco del nuevo sistema acusatorio. Así lo entiende la Sala y seguramente, con ese ánimo se consignó lo pertinente por parte del señor Juez de primera instancia.   

En síntesis: se quiere sacar el mejor partido entre ambas legislaciones, pasando por alto que son sistemas integrados, con connotaciones diferentes y que seguramente por ese motivo el Constituyente quiso que no se mezclaran y antes bien rigieran coetáneamente pero en forma independiente. Esta es precisamente la razón de ser, así lo entendemos, del reciente salvamento de voto del Magistrado de la Corte Suprema de Justicia, Dr. Álvaro Orlando Pérez Pinzón.

En otro de los tópicos aportados por el impugnante, vale la pena aclarar que dentro del principio de independencia que rige la actividad del juez, solamente está obligado a sopesar sus decisiones respecto de la Constitución y la Ley; también puede acudir a criterios de interpretación como auxiliares de su actividad, en nuestro medio la doctrina y la jurisprudencia, con la aclaración que en caso de alejarse de esta última debe consignar expresamente las razones por las cuales se aparta de la línea de pensamiento trazada por las altas Cortes.  En ese entendido, no se pueden invocar válidamente decisiones tomadas en otros distritos judiciales, en procura de una pretendida igualdad, porque como ya se vio, al funcionario judicial no se le puede imponer un determinado criterio por esa vía, en especial cuando el derrotero que en este evento particular siguió el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, es el que racionalmente se ha adoptado por esta Corporación y que a la fecha no va en contravía, en lo que a este punto específico concierne, con las decisiones adoptadas por las altas Cortes.

En ese orden de ideas, no encontramos necesariamente más favorable la aplicación del inciso 1º del artículo 351 de la Ley 906/04, por sobre la disposición contenida en el artículo 40 de la Ley 600/00; pero además, y conforme con lo ya expuesto, tampoco es contundente el criterio según el cual, hay “identidad de objeto” por tratarse de instituciones asimilables.

Corolario, no se estima obligatorio revisar la dosificación punitiva en el caso concreto de la señora LUZ MERY CARDONA GONZÁLEZ y se confirmará el proferimiento impugnado.

5.- DECISIÓN

Con las anteriores motivaciones, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA  el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada.

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala           
�  Artículo 448 de la ley 906 de 2004.


� Colisión de Competencias. Rad. 23.312 04-05-2005 
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